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Suprema Corte 

- I -

A fs. 558/578, Total Austral S.A promovió demanda declarativa de certeza 

. contra la I>rovincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur (en adelante, "la 

Provincia" o "Tierra del Fuego"), en los términos del arto 322 del Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación, 

Pretende que V.E disipe el estado de incertidumbre existente respecto del 

alcance de la jurisdicción tributaria provincial sobre yacimientos de hidrocarburos situados en 

el mar territorial. fuera de la franja de tres millas marinas contadas desde las líneas de base 

establecidas por la ley 23.968, en especial, respecto de los ejercicios 1991, 1992, 1993 y enero 

de 19')4. Asimismo, solicitó que se declare la inconstitucionalidaJ de los arts. 2 y 81 de la 

Constitución Provincial, mediante los cuales pretende extender su territorio más allá de los 

límites que le fueran fijados por las normas federales en la materia. 

Explicó que, conjuntamente con las empresas Wintershall Energía S.A. (ex 

Deminex Argentina S.A) y Pan American Sur S.R.L. (ex Bridas Austral S.A.), es 

concesionaria, desde el 16/02/94, de la explotación de hidrocarburos sobre el lote "Hidra", 

ubicado a unos 12,8 kms. de la costa de la Isla Grande de Tierra del Fuego, en las cercanías de 

la estancia Río Cullen. Medido en millas marinas o náuticas (equivalente a 1852 mts.), 

"Hidra" -como punto de extracción de los hidrocarburos contenidos en la cuenca- está ubicada 

a 7 millas marinas de la tierra. 

Adujo que el 23/12/96, la Dirección General de Rentas de la demandada 

determinó de oficio una supuesta diferencia en el impuesto sobre los ingresos brutos por los 

anticipos marzo de 19<)1 a diciembre de 1992 Esla determinación se fundó en la presunta 

jurisdicción provincial sobre los espacios marítimos en los cuales se asienta el yacimíento 

Hidra. de modo que atribuía a la Provincia los ingresos obtenidos en el mar territorial 

Manifestó haber recurrido dicho acto administrativo y que, sin embargo, el 

organismo recaudador provincial rechazó las defensas presentadas, al insistir en la existencia 

de potestad tributaria provincial sobre las actividades desarrolladas fuera de las 3 millas 

mannas. 



Contra tal denegatoria, interpuso un recurso dE"; apelación ante el Ministerio de 

Economía, Obras y Servicios Públicos de la Provincia -cuya copia agregó a fs. 231/328- el 

cual-sostuvo- se encontraba pendiente de resolución al inicio de esta acción. 

Recordó que el arto 10 de la ley 23 775 declaró Provincia al entonces Territorio 

de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y tijó 5US límites. Sin embargo. el 

Poder Ejecutivo Nacional observó la parte del artículo citado que establecía los límites y 

promulgó la ley sin ese texto (cfr. arto 1°, decreto 905/90). 

Concluyó, entonces, que los límites de la Provincia creada debían 

necesariamente coincidir con los del entonces Territorio de Tierra del Fuego, Antártida e Islas 

del Atlántico Sur, fijados por decreto-ley 2191/57, el cual carecía de referencia alguna al mar 

terntorial o plataforma continental. 

Sin embargo, reconoció que, al adquirir el ex:-Territorio el status de Provincia, 

resulta aplicable la ley 18.502, que otorga a estas unidades políticas jurisdicción sobre las 

zonas marítimas hasta una distancia de tres millas marinas medidas desde la línea de más bajas 

mareas o, a partir del dictado de la ley 23.968, de las líneas de base allí definidas. 

Añadió que no existen normas de rango constitucional que atribuyan a las 

provincias dominio o jurisdicción alguna sobre el mar territorial o plataforma submarina, pues 

las normas legales a través de las cuales la Nación ejerció su mandato constitucional referido a 

la fijación de los límites, les otorgaron una jurisdicción restringida, tales como el texto original 

del art 2340 del Código Civil, o la ley 18.502. 

Fuera de esta última ley, descartó que se hubieran producido modificaciones 

relacionadas con el alcance de la jurisdicción provincial sobre los espacios marítimos. En 

especial, analizó las leyes 23.968~ 24.145~ 24.543, y 24.922, para negarles efectos innovativos 

respecto de la distribución de potestades efectuada por su similar 18.502. 

Indicó que la Provincia carece de dominio originario sobre el mar territorial o la 

plataforma submarina y que su carácter archipielágico no altera el reparto jurisdiccional de la 

ley 18.502, con citas de la jurisprudencia y legislación de los Estados Unidos de América, 

Méjico y Brasil 

Ofreció prueba y solicitó que el proceso tramite bajo las normas del juicio 

sumario. 

A fs. 589/594 amplió su demanda, a fin de que también V.E. disipe el estado de 

incertidumbre existente respecto del alcance de su jurisdicción tributaria sobre los espejos de 

agua ubicados en la zona de la Bahía de San Sebastián y el norte de la Isla Grande, desde el P' 



s.c TJ39, L.XXXV-

Cabo Espíritu Santo hasta la Punta de Arenas, los cuales -afirmó- se encuentran fuera de la 

franja de tres millas marinas contadas desde las lineas de base establecidas por ley 23.968. 

Señaló que la resolución 277/00 de la Dirección Provincial dc I)ucrtos de la 

I}rovillcia fijó los límilcs de los espejos de agua ubicados ell la zona de la Bahía de San 

Scbastián y el norte de la Isla Grande. desde el P Cabo Espiritu Sanlo hasta la PUIlI,l de 

Arenas y estableció lasas para las embarcaciones del tipo buques tanques y de carga general, y 

buques dc apoyo ,mp/,!ies, que operen dentro de las zonas así delimitadas. 

De esta forma, entendió que la nueva cuestión planteada persigue el mismo fin 

que la incoada a fs. 558/578, pues en ambos casos el debate se circunscribe al alcance 

jurisdiccional de Tierra del Fuego sobre su litoral marítimo. 

Ofreció nuevas pruebas y también solicitó que el proceso tramite bajo las 

normas de! juicio sumario. 

- II -

De conformidad con el dictamen de este Ministerio Público de fs. 580, V.E. 

declaró que la causa corresponde a su competencia originaria y ordenó el traslado de la 

demanda (fs. 581). así como de su ampliación (fs. 595). 

- 11I -

A fs. 694/816, la Provincia contestó la demanda y solicitó su rechazo. 

En primer lugar, consintió la distancia de 17 millas que alegó la actora respecto 

de la ubicación del punto de extracción de los hidrocarburos del10te Hidra (cfr. 2 párrafo, rs. 

701l) 

A continuación, reconoció que el nudo gordiano de la presente controversia 

consiste en determinar cuál es el límite territorial en lo que respecta al mar que la circunda. 

Para ello, consideró necesario distinguir el reclamo fiscal en dos períodos: el 

cOITespondiente al ex-Territorio Nacional de Tierra del Fuego (1991 al 09/01/92) y el que 

comienza con la fecha de asunción de las nuevas autoridades provinciales (10/0 1/92 al 

) 1101194) 



Respecto del primer periodo, atinnó que los territorios nacionales constituian 

únicamente divisiones territoriales administrativas del Estado Federal y, por ende, que tanto 

sus límites, como la competencia de los funcionarios que en ellos se desempeñaban, revestían 

cllllislllO carácter. 

De lo anterior derivó que si el Territorio Nacional era parte del todo (Estado 

Federal), como una división territorial administrativa de el, sus límitts son precisamente los de 

ese Estado Federal que integra, y abarcan, en consecuencia, el punto de extracción de los 

hidrocarburos del lole Hidra. 

Afirmó a continuación que los impuestos no abonados por la actora con 

anterioridad al 1 % 1/92, a raíz de la actividad ejercida en e! Territorio Nacional. pertenecían 

al Estado Nacional, quien se los cedió mediante e! convenio interestadual del 9/10/96. 

ratificado por ley provincial 365 y decreto nacional 9/97. 

I)or esto, ratincó sus nlcultadcs para percibir el impuesto sobre los ingresos 

brutos con anterioridad al 10/01192, a raíz de la actividad desarrollada por la actora dentro de 

los límites territoriales de! Estado Nacional, del cual -reiteró- el Territorio Nacional de Tierra 

del Fuego era una división administrativa. 

Por otra parte, respecto del segundo periodo (10101/92 al 31/01/94) y ya 

transformado el Territorio Nacional en Provincia, reconoció que el Congreso Nacional puede 

válidamente restringir el dominio y la jurisdicción marítima de éstas. 

'~xplicó que tal decisión se adoptó mediante la ley 18.502 pues, a la fecha de su 

dictado, la comunidad internacional reconocía a los estados nacionales e! dominio sobre el mar 

que bañaba sus costas hasta una distancia de 3 millas. De esta forma, razonó. la limitación 

colocada a las provincias por la ley 18.502 tenía una loable intención, cual era evitar que 

extendieran su potestad más allá de los límites reconocidos al mismo Estado Nacional. 

Pt~ro cntendió quc la mencionada ley ha sido implícitamcntc derogada con la 

suscripción, por parte de la República Argentina, de la "Convención dc las Naciones Unidas 

sobre el Derecho del Mar", el 5110184. 

La sección 2 del arto 3 de la citada Convención preceptúa que todo estado tiene 

derecho a establecer su mar territorial hasta un límite que no exceda de 12 millas marinas 

medidas a partir de las líneas de base, 

Consideró"entollces, que, a partir de la suscripción de este acuerdo, el Estado 

Nacional. quien actuó no sólo por sí sino en representación de 10das las provincias que lo 

conforman, adoptó y aceptó un nuevo limite marítimo de 12 millas, lo que implica un expreso 
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reconocimiento sobre los limites que las prOVinCias con litoral marítimo pasarían, en lo 

sucesivo, a tener. 

La adopción dcJ nuevo limite m~rítimo para la Nación. agregó, encuentra 

recepción expresa en la ley 23.968 y en la posterior aprobación de la "Convención de las 

Nat:iol\cs Unidas sobre el Derecho del Mar", a ¡rayé!; de la ley 24.543. 

¡\ mayor abundamiento, sostuvo que los nuevos límites provinciales quedaron 

corroborados mediante el dictado de sucesivas leyes por parte del Congreso Nacional, tales 

corno las 24 145 Y 24.922 Y citó, en su apoyo, opiniones venidas por distintos legisladores 

durante los debates que precedieron a sus respectivas sanciones, 

Analizó el alcance de los bcnelicios reconocidos a la actora por la ley 19.640 y 

describió el proceso de extracción y tratamiento de los hidrocarburos con su correspondicntc , 

régimen liseal y aduanero, para tachar de inadmisible la pretensión de la accionanlc dc 

su:;tracrsc al cumplimiento de sus obligaciones tributarias tanto frente al fisco nacional como 

al provincial, en contradicción con sus propios actos. 

Como consideración adicional, planteó la imprescindibilidad del estado 

ribereño para la explotación que realiza la actora, ante el necesario apoyo terrestre, de 

infraestructura, recursos y esfuerzos provinciales que resultan necesarios para la viabilidad de 

los yacimientos (lfs/¡ore (costa afuera) 

En cuanto a la petición concreta de autos, rechazó la inconstitucionalidad 

incoad:!, puesto que los aris. 2 y 1) I dc la Constitución Provincial no fijan limite alguno, así 

como también se opuso a la ampliación de la demanda por falta de legitimación pasiva, al ser 

la Dirección Provincial de Puertos un ente autárquico de derecho público, con personería 

jurídica propia. 

On'eció prueba y se opuso a la confesional ofrecida por la actora. 

-IV -

Liminarmente, estimo que, toda vez que la cuestión en debate no tiene un mero 

carácter consultivo ni impOlta una indagación especulativa sino, antes bien, responde a un 

caso que busca precaver los efectos de actos en ciernes, como resultan ser la intimación de 

pago del impuesto sobre los ingresos brutos por parte de la Dirección Provincial de Rentas 

de Ticrrél del fuego, y la resolución 277/00 de la Dirección Provinci;¡1 de Puertos, 

requerimientos eSlos a los que la actora atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, la vía 



intentada es procedente conforme al art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación y la reiterada doctrina de V.E. (arg. Fallos: 307: 1379,310:606; 316:2855; 318:2374, 

entre otros). 

A cllo debe sumarse la expresa aceptación de la demandada a la procedencia 

formal de la <Icción (fs. 698). 

-v-
De la forma en que ha quedado planteada la litis, se desprende que el tlumla 

JeciJel1JuJ1J estriba en determinar: 

1. el alcance de la jurisdicción tributaria provincial sobre los yacimientos de 

hidrocarburos situados en el mar territorial, fuera de la Il"anja de tres millas marinas 

contadas desde las líneas de base establecidas por la ley 23.968, respecto de los 

ejercicios 1991, 1992, 1993 Y enero de 1994; 

2. la inconstitucionalidad de los arts. 2 y SI de la Constitución Provincial; 

3. las facultades para estar en juicio de la Dirección Provincial de Puertos, como ente 

autárquico de derecho público; y 

4. la extensión de la jurisdicción tributaria de la Provincia sobre los espejos de agua 

ubicados en la zona de la Bahía de San Sebastián y el nOl1c ele la Isla Grande, desde el 

1;<.1 Cabo Espíritu Santo hasta la Punta de Arenas. 

Cabe adveliir que el abordaje de tales problemas, por este Ministerio Público, 
, 

ha de ceñirse a la cuestión federal que entrañan, sin introducirse en la valoración de los hecho 

y de las pruebas que la rodean. 

- VI-

Pienso que asiste razón a la demandada en cuanto a la necesidad de distinguir cI 

reclamo fiscal en dos períodos: el correspondiente al ex-Territorio Nacional de Tierra del 

Fuego (1991 al 09/01/92) y el que comienza con la fecha de asunción de las nuevas 

autoridades provinciales (10/0 1/92 al 31/0 1/94) 

Para la solución del reclamo atinente al primer período resulta imprescindible 

analizar la condición jurídica de los territorios nacionales. 
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V.E. ha tenido oportunidad de pronunciarse al respecto en Fallos: 310:2478. 

Allí recordó que, cuando en t 884 se debatió en la Cámara de Diputados el proyecto que dio 

base a la ley 1532, el miembro informante, R<lmón J. Cárcallo, reconoció que el proyecto de 

Icrrilorializaciún se inspiraba en la legislación de los Estados Unidos de América y, en 

especial, ell la "( )/"dil1l1l1C/: ji)/" ¡he (il 1l!{'rlJ/}/('1I1 (!( ¡II(' (JIJi/ed Slales TerrilOlY (!llhe No/'/hll'esl 

(ithe (Jhjo /{j)'e/''' de 1787 

Sostuvo el citado legislador en tal oportunidad: " .. bqjo c/lalquier punto de 

l'isla qUI? se considere los rerri/or;os I/aciol/ales ya origilloriamellle adqlliridos por la 

cO/uf/lista, o más larde por /a cesiúlI, el gohie/'ll() fíe/u! el den!c/to de administrarlos por d 

sistema qlle estime mas propio y cOJ/l'e/l/¡!/I{¡:" y, siguiendo a Story, recordó que " ... ninguno de 

dIos fie/le fftulo al¡:lIl1o para reclama,. IIJI goJ¡¡crJ/o illdil'iduor', de manera que su 

administración quedaba librada a la voluntad del Congreso Nacional, cuya competencia en la 

materia cmanal.Ja de la propia Constitución (Diario de Sesiones de la Honorable Cámara de 

Diputados, 1884, p. 1068). El diputado Puebla, por su parte, aludía a estos estados 

caracterizándolos como "provincias en embrión" (Diario de Sesiones, 1884, p. 1199). 

Del conjunto de las manifestaciones vertidas en los debates parlamentarios de 

aquclmomento, y de la opinión generalizada de la doctrina, VE. concluyó en esa oportunidad 

que el concepto de territorio suponía una división administrativa de la Nación, sometida 

temporariamcntc a la jurisdicción y legislación del gobierno federal, y destinada a convertirse 

en provincia autónoma una vez satisfechas las exigencias que la ley respectiva imponía, y 

añadió que era de su esenCia la condición temporariá y su potencialidad latente para 

incorporarse a las unidades autónomas del régimen federal (Fallos: 310:2478, cons. 36). 

Se ratificó dicho aserto con la jurisprudencia de la C011e de los Estados Unidos 

de América, la cual asimiló a la condición slIh examine COIl un estado de minoridad avanzado 

hacia la aduhcz. en búsqueda de ulla completa igualdad tan pronto como se n\cnllcc ese 

dcsall"Ullo ("Loughborough c/lJlakc"; 5 Wh. J 17). Y cilo las palabras de ese mismo tribunal en 

"Shively c/Bowlby" (152 U.S. 1), donde sosluvo: "los territorios SO/l administrados (he/J) 

COII el ol?jeto de q/fe /al1 proJl/o como Sil pob/acián y aplillld lo.i/Jsf~fiqllí?ll, sean admitido'\" el1 

la Uni/m como estados en el mismo plullo de igl/aldad (eql/al foofiug) que los estados 

origillarios ell lodo'\" los sel1lidos" 

Recordó que, con posterioridad. se reiteró este carácter temporario 

("O'DonogllUe cJUSN', 289 U.S 516) y. al hacerse lllel~l,ción de la condición de los jueces 

• 



• 

territoriales, se la adjudicó, citando el caso de 182 U.S., 244, 293, a la situación 

presumiblemente climcra del gobierno del territorio. 

Dada esta particular característica de los territorios nacionales. V.E. afirmó que 

los poderes dd Congreso Federal han sido reconocidos como amplios, tanto por la doctrina 

nacional como por la jurisprudencia norteamericana (Fallos: 310:2478. cons. 39). Así. en 

"National Hall" clColllllry ofY<lllkton" (101 U,S. 129) se dijo 110 solo que el Congreso ¡:cdcral 

podía abrogar leyes dictadas por la legislatura local, sino también legislar por sí mismo en ese 

ámbito. Estos amplios poderes fueron reconocidos, asimismo, en \14 U.S. 43~ 198 U.S. 371 y 

301 U.S. 308. 

En principio, los actos realizados por la autoridad tederal durante su vigencia 

temporal, obligarán a los nuevos estados que se constituyan. Así lo entendió V.E en el 

precedente citado en el párrafo anterior, con cita de 267 U.S. 30, donde atirmó que un estado 

creado sobre la base de unlcrrilorio y sobre cuyos límiles tlsicos decidió el gobierno nacional 

"is houl1d by fhe prel'ious recoglli(ioll aflJ adopavfI uf (hal hne by (he Ul1ited Sfofes her 

predecesor and cOllllol be heard lo disavolIJ ,he bOlllldGlY.YO recogllized" (está ligado por el 

reconocimiento y adopción de la línea de frontera efectuada por los Estados Unidos, su 

antecesor, y no puede desconocer esos límites ya admitidos). 

En el sub lile, el legislador de facto tijó claramente los límites fisicos, al 

reestablecer el Territorio Nacional de la Tierra del Fuego, Antártida, e Islas del Atlántico Sur, 

mediante el decreto ley 2191/57. 

Especificaba su arto 2°: "El Terrilvrio Naciollal de la Tierra del Fuego, 

Anlártida, e islas del Alláulico Sur comprende: la parle oriental de la isla Grande y demás 

islas del archipiélago de Tierra del Puego e Islas de los Estados y Atío Nuevo, cOIrfiwme a los 

Iímilesfijados por el tralado del 23 de julio de 1881, las islas Mall'illas, las islas Georgias del 

Sil/', la'\" ülas SÚlUllI'ich del Sur y el Sec/or Antártico Argcl/tino, cO/llprclldido el1l/,(' los 

mendiullos 25" ()es!e y 7-1" Oeste y el paralelo 60" Sur". 

De la lectura del artículo trascripto sólo puede concluirse que el legislador 

nacional acotó la extensión de la provincia embrionaria (1!l11briollwy slate) allí reestablecida, a 

las zonas terrestres que detalló con precisión. 

Al hacerlo, utilizó legítimamente las facultades conferidas por el art. 67, ¡nc. 

14, de la Constitución Nacional (1856/60) -como lo reconoce la misma accionada a fs. 

720/721-, sin que el Territorio pudiese invocar derechos propios y originarios sobre el lIlar 

adyacente. 

I 



s,e T.339. L.XXXV,-

o]) , ,C(;j ! / / fi', 
(J./tOCffUICf.(11/, ';/(,Jl('~(I, (/(' la (....l / ((('U/JI. 

Tampoco resulta válido, en mi entender, el razonamiento de la demandada 

respecto de la confusión de los límites del Territorio con los de la Nación misma. Ella afirma 

que si el Territorio Nacional era parte del todo (Estado Federal), como una de sus divisiones 

territoriales administrativas, sus limiles son precisamente los de ese Estado Federal que 

integra. 

Pienso que el silogismo no es correcto. La condición jurídica del Territorio, 

como "dil'isiólI lerl'ilorial adminislralim" de la Nación, no acarrea, como conclusión 

necesaria, la identidad entre los límites de ambos estamenlos, no sólo por la inexistencia de un 

precepto que así lo ordene, sino -fundamcntalmente- por la clara letra de arL 2° dcl decreto ley 

2191/57, a través del cual el legislador fijó su extensión a las zonas terreslres aHí precisadas. 

y dicho aserto queda corroborado por su condición .jurídica. a la que se hizo 

rcl'crcllcia supra. Si los territorios nacionales eran administrados con el objeto de, tan pronlo 

C01ll0 su población y aptitud lo justifiquell, scr aomitidos como cstados ~n el mismy plano de 

igualdad (equul [oolil1g) que los estados originarios en todos los sentidos, no resulta lógico 

atribuirle ah ini/io derechos sensiblemente mayores que los ya reconocidos a los estados 

originarios (en el mismo sentido, 399 US 699, "United States v. Louisiana"). 

En efecto, a la fecha dcl dictado dcJ decreto ley 2191/57 (BO 19/3/57) no 

existía dispositivo legal alguno quc reconociera a las provincias jurisdicción sobre el mar 

territorial adyacente a sus costas, situación que se verifica recién trece ailos mas tarde. con el 

dictado de la ley 18.502 (BO 7/1170), aspecto sobre el ctral coinciden tanlo la actora (rs. 566) 

como la demandada (fs. 721, J párrafo). 

En este marco, la pretendida creación del Territorio Nacional de Tierra del 

Fuego, con una jurisdicción marítima coincidente con fa del mismo Estado Federal en ese 

momento (200 millas medidas desde la linea de las más bajas mareas), cuando lfIs restantes 

provincias ribereoas carecían de un reconocimiento legal expreso en tal sentido, no s~ 

evidcllcia coherenle (.;OH la inlención de admitirlo "en el mismo plano de igualdad (equal 

fÚulil1g)" con los restantes estados originarios. 

Al respecto cabe recordar que, entre los criterios de interpretación posibles, no 

debe prescindirse de las consecuencias que se derivan de la adopción de cada uno, pues eUas 

constituyen uno de los índices más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con 

el sistema en que está engarzada la norma (rallos 234:482; 302 1284; J 11'1925; 319:2594, 

entre otros). 



Ilor ello, enticndo que la postura de la demandada, de asimilar los limites 

marítimos del territorio nacional a los del Estado Federal, debe ser rechazada, no sólo por 

carecer de sustento Icgal, sino también por contnuiar su propia condición jurídica antecedentc, 

cual era su potcncialidad para ser admitida -en un plano de igualdaJ- a las restantes provincias 

que conforman la NaL:iún 

Como consecuencia de lo expuesto, y de tener V.E. por probado que el punto de 

extracción de los hidrocarburos se encuentra a 7 millas marinas de las líneas de base, debería 

declarar Que el Territorio Nacional de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur 

careció alli de jurisdicción tributaria durante su vigencia. 

- VII -

El segundo período involucrado en la litis comienza con la provincialización 

del territorio nacionaL 

Establece el arto 1° de la ley 23.775: "Declárase provincia cOl!forme a lo 

di,\lJ11esto ell los arts. 13 y 67 ¡IlC. )-1 de la COllstiluciólI Nacional, al actual Territorio 

Naciollal de la fierra del Fuego, Alllártida e islas del Alrlúlllico Sur" (subrayado me 

pertenece). 

El mismo artículo fijó a continuación los limites, de la siguiente forma: «l." 

I1Uel-'(f ImJl.'il1cfll lendtú los siglliel1les límites: oluorte, el paralelo 52" JO' ~)'lIr hasta lomar el 

meridiano 65° Oes/e, cOIl/iuuará por él hasta Sil inlersección COI1 el paralelo -19° S/lr; desde 

este pUI1/o ,\"eguirá por dicho parale/o hasta lOcar el meridiano 250 Oeste; contillualldo por 

die/m mer¡diallo el1 dirección al Sur hasla el misil/o polo geográfico en la latitud 9()0 S'ur. 

Desde el polo proseguirá el límite por el meridiano 7-1 0 Oeste hasta Sil cruce con el parale/o 

6(Y' Sur, continuarú por este paralelo hasla sU illtersección COII el meridiallo de Caho de 

liomos. sigul/:l/llo por die/lO meridiwlO hasta alcall;ur la línea dil'isoria cOllla J<e/níhlica de 

('hile. Además de los territorios JI espacios maritil110s ,\"eilolado,\" que incluyen a la parle 

oriellfal de la Isla Gral1de de Tierra del Fuego, Isla de los i~:\"Iados, isla de Alío Nuel'O, Islas 

Malllinas, islas Georgias del Sur, [.,Ias Sándwich del Sur, grupos insulares y demás territorios 

comprendidos ell el ,)'ector Antártico Argentino, illfegrarál1la l1ueva provillcia las demás islas 

e islotes comprendido'\" dentro de dichos límites y las islas I'fllema.\-:./eI Canal de Heagle lales 

COlIJO; Redcmda, I'~\j(o,.h(), Wan1C!11, COl1ejo, HridKes, I,ucas, lkrtha, Willie, [)espard, Cole, 

I~·c/a;re/lr.'i, ('asco, !Jos rO/l/O,'i, l,ulI'rellce, (iahle, Wani, (1IJli, Yunl/ue, A111rtil!o, i'elrel, 
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Chafa, Alida, y los demás terrilorios illslllares conforme los límiles COI1 la PnJl'incia Je 

Chile" (énfasis, agregado). 

El Poder Ejecutivo Nacional observó esta segunda parte del artículo a través del 

decl'Clo 905/90, con el argumento que la delimitación practicada requería de mayores 

precisiones "para adecuar/o al or(/ell jurídico vigeflfe", Agregó, a continuación, que los 

límites allí lijados podrían generar, involulltariamente, interpretaciones de terceros estados que 

no responden a las posiciones sostenidas en la materia por nuestro país. Aseguró, por último, 

que el Poder Ejecutivo sometería a la consideración del Congreso de la Nación. a la mayor 

brevedad, un texto sustitutivo. , 

En estas condiciones, el Ejecutivo promulgó la ley 23.775, y declaró Provincia 

"al actual Territorio de Tiara del FueRo", al mismo tiempo que privó de fuerza legal a los 

nuevos límites fijados. Esta promulgación parcial no ha sido atacada por la demandada, ni 

resulla maniricsté'lmentc inadmisible a la luz de la doctrilla expuesta por v.E. cn Fallos: 

268352; 318:445, Y 319: 1479. 

Sobre la base de la ley sancionada, su observación y simultánea promulgación 

parcial ·cuya validez, repito, no ha sido cuestionada- entiendo que los límites de la nueva 

Provincia quedaron circunscri,ptos a los del entonces Territorio Nacional, fijados por decreto 

ley 2191/57, sin referencia alguna al mar adyacente. 

Debe notarse, sin embargo, que la adquisición del nuevo status jurídico otorgó 

a la Provincia jurisdicción compartida sobre el mar territorial adyacente a sus costas, hasta una 

distancia de 3 millas marinas, conforme lo establece la ley 18.502. 

Ello es así, pues la citada ley reconoce una jurisdicción de tal naturaleza a todos 

los estados ribereños que conforman la Nación, sin distinguir entre los existentes a la fecha de 

su sanción, o aquellos admitidos con posterioridad 

Por otra parte, si los territorios I1nciollnlcs cran administrados con el objeto dc. 

tan pronto como su población y apliluu lo jusliliqucn, ser admitidos en la Nación como 

estados en el mismo plano de igualdad (cqugjjjlo/iug) que los originarios en todos los sentidos 

(152 U.S 1), resulta entonces imperativo reconocer que la ley 18.502 -en cuanto atribuye 

limitada jurisdicción marítima a los estados ribereños· también otorga idéntico derecho a la 

nueva Provincia. 

No escapa a mi análisis que la aplicación de la regla del e(/lIol (ooliJlg 110 arroja 

idéntico resultado en la jurisprudencia de la Suprellm Corte de los Estados Unidos de América, 

respecto de la soberanía estadual sobre la franja de 3 millas marinas adyacente a las costas. 



( 

S Dicho Tribunal manifestó que resultaba Ulla base válida para atirmar los derechos supremos de 

los estados en las aguas interiores a sus costas y, con idéntico razonamiento, conducía a 

concluir que los intereses y responsabilidades fed~ralc~ -y por ende sus derechos- eran 

supremos en las aguas adyacentes, dentro de las 3 millas marinas (cfr. 332 U.S. 19~ 339 U.S, 

699; 339 U.S. 707). 

Pero la situación dilicrc cn nucstro palS, donde el legislador expresamente 

reconoció la jurisdicción provincial sobre el mar territorial adyacente a sus costas, hasta una 

distancia de 3 millas marinas, sin perjuicio de la que corresponde al Estado Nacional en toda 

la extensión del mar territorial (arts. 1° y 3°, ley 18.502). 

En este sentido, entiendo que la regla del e(//fal looliog ratilica la correcta 

aplicación al caso de la ley 18,502, y corrobora la necesaria paridad en los derechos que debe 

reconocerse al estado embrionario, por acceder a su lluevo status de provincia (221 U.S. 559~ 

399 U.S 707). 

- V11I-

Con posterioridad al dictado de la ley de provincialización (NO 23.775), se 

sancionó la 23,968, a través de la cual el Congreso Nacional fijó las líneas de base de la 

Republica Argentina y estableció que el mar territorial se extiende I?,tlsta una distancia de 12 

millas marinas a partir de dichas líneas (arL 3°). Limitó, asimismo, la zona contigua (art. 4°), la 

zona económica exclusiva (art. Y') y la plataforma continental (art. 6°), a la vez que precisó el 

alcance de las facultades que -sobre cada una de ellas- ejerce la Nación Argentina. 

Contrariamente a \0 sostenido por la demandada, no se desprende de su análisis 

que la Nación reconozca a las provincias -en forma alguna- jurisdicción sobre el nuevo mar 

territorial alli dclinido (12 millas). 

Ratilícan estc aserto los dcbatcs originados con motivo de su sanClon, en 

especial. las manifestaciones de los diputados Corchuelo Blasco, Flores, Caputo, Durañona y 

Vedia, y Garay. 

El primero de ellos, entonces diputado por la Provincia del Chubut. expresó su 

rechazo al proyecto en los siguientes términos: "1 'enga a esle recinto a a.f1rmar expresamenfe 

y por mal/dato del gobemado,. y la legislafllra de lIIi provincia, así como por el reclamo 

IInánime de las ¡mwillclas que ClfelllaJJ L'O/1 litoral murílimo, C/ue esla !lo1/orable ('úmara 

dehe reflexio/lar (mies de aprobar leyes Je este /(po, q/le /10 cO/llrilmye/l el1 "oda o K(lralllizar 
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los derechos tariforiah's y .i1l,.¡.\~/iL'ci(}IILTll!s de las ''''Ol'illcia.\' L'OIl Uloral marítimo sobre d 

mar fari/orla/, el e.\pacio aéreo, el lecho)' el subsuelu del mar ... 'J'a/J1bi¡}u1I1e resulta el'ídellle 

quc lJIe CIICllen/ro en milloría en es/a ('ómara acerca de/lema del mal' territorial, de "J/eslra 

soherallía sobre las 200 mil/as y de la ;:olla l.'co/lá",;ca exc/llsim. Si" elJl"ar~(). 110 es/oy 

di.\[1ffeSfO a deso;,. I!! ta'lul1Io de las provincias sohre L'stOS lemas" (Di<lfio de Sesiones de la 

Honorable Cámara de Diputados de 1;1 Nación. 04/07/9 l. p. 1202). 

El diputado Flores, por la Provincia de Santa Cruz, agregó: ''.\'ifl embargo, la 

soberania l/O se va a ejercer plel1am/!lIfe si /10 se explolal1 esos recursos y si 110 se respeiall los 

derechos qllc !o,," l.',wac!o,\'¡)f'(willcioles ribcrei,os reil'Índical11os COI1 re.\pedo II la jurisdicción y 

al d0l1111110 sobre los recurso.\· 1'/1'0.\' J' 110 !'ÍI'Os dd /llar has/a las 200 millas. l~'s/a es lu ley de! 

derecho interno que falla, n/sen/iremos ellcllla el/In opol"lullidad de analizarla IIneva ley de 

hidrocarburos, J.o l1(freJJ1().~· ell esle recill/o cualldo di.,·clllamos la ley de pesc.:~ "" " (Diario de 

Sesiones, 14 Y 15/08/91, p. 2403) 

Por su parte, los diputados Caputo, Durañona y Vedia y Garay coincidieron al 

señalar que el proyecto en debate regulaba la relación con terceros estados y no delimitaba del 

dominio entre la Nación y las provincias sobre las aguas (cfr. Diario de Sesiones, 14 y 

15/08/91, p. 2399; 2407 Y 2409, respectivamente). 

Cierto es que las palabras o conceptos vertidos en el sello del Congreso con 

motivo de la discusión de una ley son, en general, simples manifestaciones de opinión 

individual de las personas que las pronuncian (Fallos: 77:319), pero no puede decirse lo 

mismo de las explicaciones b~'indadas por los miembros informantes de los proyectos, pues 

tales explicaciones o informes constituyen una fuente propia de interpretación (Fallos: 33:228; 

10051; 114298; 141:254). 

y precisamente el miembro informante, diputado Motta. disipó toda duda sobre 

los alcances del proyecto. cuando aseveró: "E,' ,,('c{'sario J' CO!1l'cIÚeI1IC leila pres('lIh' qut' 

estamo", legislando solm: los mares (((~'lIcetlfes a la República Ar;::ellfi/l((, A mí /10 se lile 

escapa -lo m/smo ocurre COII la Comisiáll de Rdaeiol1c.,·I·:xleriores y Cullo-Ia posibilidad que 

fiel/en las provincias riberdlas de disculir a la Naciáll el producido de los frulos del mar, 

pero ese es l/U problema entre la NaCión y los estados prowllciales. En sílllesis, hemos pue.\io 

especial CIIidado cn que esta ¡lIicioOm regule Única l' excllfsi!wl1el1te lodo lo !'illculado a la 

relaciáll de la Hepública Argelllilla cOlllos demús paise.t Oigo es/o porque ha hahido algu/las 

ol?icciof/es que estimo surgen dc IIIla COf!fl/súíu sohre d "uNicular. /)e ald la lIece,üdad de que 



el lema quede debidamenfe aclarado" (Diario de Sesiones, 14 y 15/08/91, p. 2398, subrayado 

agregado). 

Sobre la base de estos elementos, considero que no existe apoyo sulicicntc para 

sostener que la ley 23.968 alteró el reparto de la jurisdicción marítima cntre Nación y 

provincias, siendo claro qtlc regula una malcria ajena. cual es la lijación de las líneas de base 

de la Repüblica y 1<1 extensión dc las diferentes áreas marítimas a partir de ellas. 

Destaco, por último, que esta interpretación sobre la ley 23.968 y su incidencia 

en el reparto de la jurisdicción marítima entre Nación y provincias, ya ha sido sostenida por 

este Ministerio Público io re "Harengus S.A c/Provincia de Santa Cruz" (Fallos: 317:397, 

acápile 10). 

- IX-

Cuatro ailos después de fijadas las líneas de base a través de la ley 23.968, el 

Congreso Nacional dictó la ley 24.543, mediante la cual aprobó la «Convención de las 

Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar", suseripta por la República Argentina el 5110/84. 

El arto 3 de la sección 2 de la citada Convención preceptúa que todo estado 

tiene derecho a establecer la anchura de su mar territorial hasta un límite que no exceda dc 12 

millas marinas, medidas a pal1ir de las lineas de basc. 

Afirma la demandada que, desde la suscripción de este acuerdo, el Estado 

Nacional. quien actuó no sólo por sí sino en representación de todas las provincias que lo 

conforman, adoptó y aceptó un nuevo límite marítimo de 12 millas, lo que significó un 

expreso reconocimiento sobre los límites que las provincias con litoral marítimo pasarían, en 

lo sucesivo,. a tener. 

Con carácter previo. debo destacar que la ley 24.543, aprohatoria de la citada 

Convención, fue sancionada el 13/09/95, es decir, con postcrioridad a los periodos reclamados 

en autos (1991, 1992, 1993 Y enero de 1994), razón por la cual sus disposiciones resultarían 

ajenas a la materia en debate. 

Sin embargo, para la hipótesis que V.E. considere que este tratado resulta 

aplicable a partir de su suscripción por parle del Poder Ejecutivo Nacional. no obstante que, 

durante los períodos de autos, no contaba aún con la aprobación legislativa, analizo a 

continuación su incidencia en el suh eXCl/ll/lle 



s.e T339. L.XXXV.-

Ha sostenido la Cone que su misión más impOItanle consisle en interprettl\" la 

Constitución Nacional, de modo que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se 

desenvuelva armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los 
, 

poderes del gobierno central en dchimcnio de las I'acultades provinciales V viceversa. Del 

logro de ese equilibro debe resultar la tllllalgama perfecta entre las I'cndcllcias unitaria y 

federal, que los originarios constituyentes propiciaron mediante la coexistencia de dos ordenes 

de gobierno cuyos órganos actuaran en órbitas distintas, debiendo encontrarse sólo para 

ayudarse pero nunca para destruirse (Fallos: 186: 170; 307:360, entre otros). 

Dentro de la f'orma federal de Estado, la existencia de dos esferas de gobierno. 

una con poderes delegados (Nación) y otra COI1 poderes conservados (provincias), ha generado 

desde siempre el problema de la definición de las fronteras de la competencia. A este respecto, 

y como línea separativa de los centros de autoridad, se reconoce como ¡¡lcultades de las 

provincias todas [as requeridas para la debida satist11cción de las necesidades exigidas por el 

gobierno civil de cada localidad, teniendo como límite las atribuciones inherentes al gobierno 

central, en orden a la dirección de las relaciones exteriores y a satisfacer las exigencias 

generales de la Nación (Fallos: 317: 1195, voto del Dr. Fayt). 

No cabe duda, entonces, que la dirección de las relaciones exteriores ha sido 

una competencia expresamente atribuida por la Constitución Nacional al Gobierno Federal 

(art. 75, inc. 22), y su ejercicio prohibido a las provincii\s (art. 126). 

Con estas atribuciones -sumadas a la Hlcultad exclusiva de lijar los límites 

interprovinciales (art. 75, ¡nc. 15)- es que el Gobierno Federal suscribió y ratificó la 

"Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar" en nombre de la República 

Argentina. 

El art. 1, acápite 2.1, de la misma establece: «Por 'F.s/ados Parles' se c!l1Iiemle 

los ";",Iados que hayan (,ollst!ulido ('11 oh/igarsl.' 1'01' esla ('O/II'l'JlciúlI Y n'.\'f)('('/o dc 10.\' ('IllIle.\' 

la ('OIll'l'IIÓÚIl ellfra ell \'igor". Es la Kcpúbtica Argentina la que consintió CIl obligarse por 

medio de la Convención, y sólo ella reviste el carácter de "estado parte". Como consecuencia, 

la comunidad jurídica internacional le reconoce el derecho de establecer su mar territorial 

hasta un límite que no exceda de 12 millas marinas medidas a partir de las líneas de base, 

facultad ya utilizada con el dictado de la ley 23 968. 

Resulta improcedente, entonces, la postura de la demandada, al atribuirse 

derechos nacidos de una convención en la cual no reviste el carácter de "Estado Pat1C", y que 

tampoco contiene disposición alguna que sustente su postura como subunidad política de un 
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"Estado Parte", Ello es asi, maximc cuando el Estado Parle suscribió V ratificó la Convención 

sobre el Derecho del Mar en uso de facultades exclusivas y excluyentes y adecuó su 

legislación interna al compromiso internacional asumido (ley 23.968), sin mención alguna de 

)05 derechos que invoca la demandada, 

Este tipo de regulaciones, como facultad de la autoridad federal, resulta 

compatible con la representación que la Nación ejerce CIl el ámbito de las relaciones exteriores 

(Fallos: 319:998) y, en el caso concreto, para acordar los diversos aspectos que la naturaleza 

común de los mares impone a la comunidad jurídica internacional (v.gr. en lo relativo a pesca, 

tratamiento de los residuos, paso de los buques, etc.). 

Por ultimo, del mismo debate parlamentario de la ley 24.543 surge que la 

ratificación de la Convención sobre el Derecho del Mar no alteraba la distribución de 

potestades entre Nación y provincias sobre dichos espacios (Diario de Sesiones de la Cámara 

~c Scna~orcs ~c la Nación, 31/05/95, p. 1686/7). 

Por lo expuesto, considero que nmguna razón asiste a la demandada para 

fundar su derecho en la "Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar", por 

resultar su aprobación posterior a los períodos de la litis y, subsidiariamente, por no revestir el 

carácter de "estado palie". 

-x-
La Provincia tambien funda su pretensión en la ley 24.145, a la que atribuye el 

carácter de clara manifestación del Congreso Nacional respecto de los límites territoriales de 

las provincias con litoral marítimo (efr. fs. 723, pto. b). 

Mediante la citada ley, el Estado Nacional transfirió el dominio público de 

determinados ya(~imicntos de hidrocarburos a las provincias, otorgó permisos de exploración a 

YI)I' S.A., transfurmó utros cn concesiullcs de explotación, ratificó el decreto 277S{l)O -llue 

transformó a YPF S.E. en YPF S.A.- y aprobó la declaración de "sujeta a privatización" de 

YPF S.A. 

Dispone su arto 10: "Trall.~fiél'e.'ie el dominiu público de los yacimientus de 

hidrocarbl/ros dd Estado Nacional a las PnH'incias en el/Vos 1errilor;os se I!lIclII!nlrel1, 

illcluvendo los situados en el mar adyacelllt! a S1l.<. ('o.,/a.\" hasta una disfancia de Doce (12) 

millas marinas medidas desde las líneas de hase reconocidas por la JeKi,\·h,ciún Fixenle .. " 

(énrasis, agregado). 
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u/! .. C(;/' ! / / f/' 
(,¿/'tOCll'taCIOII- ;)(}JlPu/ / d(' fa (j / 'arfOll 

En este punto es prudente recordar que" .. .la primera fuente de interpretación de 

la leyes su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que 

tienen en la vida diaria, y cuando la ley empica varios términos sucesivos, es la regla más 

segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido 

cmph:ados con algún propósito. sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos" (Fallos: 

200: 176, 107.928, entre otros) 

La indicación "efl cl/yos territorios se ellClle11ll'en" seguida del término 

"incluyendo" no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del 

legislador. sino que la sucesión entre ambos indica que los yacimientos situados en el mar 

adyacente a las costas hasta una distancia dc 12 millas marinas no se encontraban dentro del 

territorio y que, por tal motivo, el legislador debió realizar una salvedad expresa, ampliando el 

a[cancc del precepto. 

La postura de la accionada, CIl COllSCCucnCJa, no aparenta ser una razonable 

derivación de los términos utilizados, puesto que, de considerar el legislador que los 

yacimientos en discusión se encontraban dentro det territorio provincial, la salvedad apuntda 

hubiera resultado superflua. 

- XI-

Por último, aunque no por cllo menos impoJ1ante, cntiendo que resulta claro 

que ni el decreto 214/94, del 10/02/94, ni la ley 24.922, sancionada el 9/12/97, son aplicables 

para la solución de este punto del litigio, por resultar sus respectivas vigencias posteriores a 

los períodos tributarios discutidos (1991, 1992, 199~ Y enero de 1994). 

Sobre la base de los argumentos desarrollados, considero que Y.E. debería 

declarar quc la jurisdicción. tributaria de la Provincia demandada, sobrc yacimientos de 

Imlrocal huros situados en el Ill<lr territorial, se extiende hasta la franja de tres millas marinas 

contadas desde las líneas de base establecidas por la ley 23.968, respecto de los ejercicios 

1991,1992,1993 Y enero de 1994. 

- XIl-

La aetora solicita, asimismo, que V.E. declare la inconstitucionalidad dc los 

arts. 2 y 8 J de [a Constitución J'rovincial. Illcdi<1nte los cuales -alcga- se pretende extender el 



• • 

territorio provincial más allá de los límites que le fueran lijados por las normas federales en la 

materia. 

Establece el art, 20 de dicha Constitución: "/,0 j'rovillcia lielle los límiles 

ICITiloriales y los (¡,\pados marítimo,\' y aéreos que po/' den'(.'ho le correspolldell, de 

cOI!(orl11ú1ad enll los limiles illlemacio/Jales de la Repúhlic(f Argl!Jllina. Cualquier 

l110dUicucióu de Jos límfks deberá ser aulori;;ada por h:1' c.v,ecia/ apl'Ohada por la,,· Ire,\' 

cuarlas parles de los miembros de la Legisla/ura y sometida a C()!l.mlla popular". 

Por su parte, el arL 81 preceptúa: "'Son del dominiu exclusivo, ¡"aliel/able e 

¡mprescriptible ele la I'nwillcia el e'\IJOdo aéreo, los {'(.'Cursos natllrales, slIp<'lficiales y 

subyucellles. renovables y 110 rellovables y los cOI/tenidos ell el mar adyacellte y su lecllo, 

exlelldieJJdo S!Ljlll'isdicci(m en maleria de expl()W.(jÓILJ! .. fJl!.·ºIJ1Ü'(]~W2'/a donde la Rel1líbJk~(l 

eienx Sil illrisdÚ.:ciÓn, indusil'e los qlle hasta lafecha./iler(!1I admillhlrados y regulados {JOI' el 

I~:~lado Nacio/lal, }j I'.\/ado ¡}f(willcial sálo podrá IIIJen'elli,. en la exp!olaciúlI y 

/rall~formaciól1 de los recursos naturales con carácter suhsidiario, cuando exista manifiesta y 

probada incapacidad () desinlerés para ello e/l la actividad privada, promoviél1dose la 

industrialización en su lugar de origen Los cOIll'enios de concesióll de recursos ellergér;cos 

asegurará", en (Ol.los los casos, el (o(al abastecimiento de las l1ecesidades (le la Provincia en 

esa l11a/er!!l, '-ti '-e}!,islatura diclarú leyes de proleccián de este patrimonio COII el uNe/u de 

el'i/al' la explotación y utilizació/I irmcuN/ales" (el subrayado mc pcrlenece}, 

Estimo oportuno recordar que la declaración de inconstitucionalidad de un 

precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones a encomendar a un 

tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la 

ultima ratio del orden jurídico (Fallos: 302: 1149; 303: 1708, entre muchos otros); por lo que 

no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción 

cicrta de quc su aplicación conculca el derecho o la garantia constitucional invocados (cont'. 

doctrina tic I;allus: 315:Y23, 111 re L.172, L. XXXI, "Lavandera dc Rizzi~ Silvia el Instituto 

Provincial de la Vivienda", sentencia del 17 de marzo de 1998)- y que la colisión con los 

preceptos y garantías de la Constitución Nacional debe surgir de la ley misma y no de la 

aplicación irrazonable que de ella se haga en el caso concreto (Fallos: 317:44), 

En este entendimiento, nada exhibe el art. 20 trascripto que contradiga el 

análisis realizado en los puntos precedentes, en cuanto interpreto que la mención a los límites 

que "por derecho" le corresponden a la Provincia reconocerá su origen en la respectiva ley que 
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dicte el Congreso Nacional, en uso de las facullades conferidas por el aft. 75, ¡ne. 1 S, de la 

Constitución Nacional. 

Por el contr<1rio, pIenso que el art 81 citado, al extender la jurisdicción 

provincial en Illateria de explotación económica hasta donde la R~Rllblica ejerce su 

ÜJrisdic_~i.ón, avanza indebidamente sobre lIn<l materia reservada <11 Congreso Federal (are 75, 

lile. I S, COlIst ¡lución Nacional) y. si lllultúllcamcn!c, prohibida a las provincias (art. 126). 

Sólo el Congreso Federal arregla, en forma detinitiva, los límites del territorio 

de la Nación y fija los de las provincias (Fallos: 285:240), lo cual impide decisiones 

unilaterales como supone el 3rt SI slIh ('.'WI1I;l1e. 

¡)or otra parte, como ba sostenido V.E. en ulla cuestión sustancialmente idéntica 

a la aquí ventilada, también referida a la extensión de I~ jurisdicción provincial sobre el mar 

adyacente, ". admitir la prelellsiáll provincial colllrawfldria 110m/m; lIadoNales didadas elt 

el uso de /((cl/llodl..',\' I'Ílu.:llladas COII el (:;aci('Ío de la solleral/ia, lo qUI! resulta illilcl..'plab!(· por 

imperio de la cláusula de slIjJrewacia COfJ{l!uida en el arl. 31 de la COl1stitución Nacioflaf' 

(Fallos: 317397, cons. 7). 

Sobre la base de lo expuesto, es mi postura que sólo es inconstitucional el art. 

81 de la Constitución de la Provincia demandada, 10 cual así debe ser declarado. 

- XIII -

Establecido lo anterior, corresponde analizar la ampliación de la demanda dc fs. 

589/594, dirigida a despejar el estado de incertidumbre que ocasionó el dictado de la 

resolución de la Dirección Provincial de Puertos N° 227/00, del 28 de junio de 2000. 

La accionada opuso a ello la falta de legitimación pasiva, por revestir la 

Dirección Provincial de Puertos COtllO un elite autárquico de derccho público, con personcrin 

juridica propia (IS. 7B5, plo. 10) 

Segun reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia puedn ser 

tenida como parte y proceda, el! consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 

de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el 

pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de 

tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria (Fallos: 311:870 y 1822~ 

312: 1227 y 1457; 313: 144; 314:508, enlre muchos otros). 
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También ha dicho V.E. que esa calidad de parte debe surgIr, en forma 

manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones 

rormales (Fallos: 307:2249, 3082621; 314:405) 

Según los términos de la demanda y su ampliación, a cuya exposición de los 

hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia según el art. 4° del 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: :lOÓ: 1056; 308:2230, 

entre otros, entiendo que la Provincia ha sido nominal y sustancialmente demandada en el sub 

lile, toda vez que, si bien la pretensión se dirige contra un ente autárquico provincial, la actara 

cuestiona ~en definitiva~ el alcance de la jurisdicción de Tierra del Fuego fuera de la franja 

marítima de 3 millas marinas contadas desde las líneas de base normal establecidas por la ley 

23.968. De ello se sigue que la Provincia tiene un interés sustancial en el pleito. en tanto la 

solución puede llegar a afectar el alcance de la jurisdicción que invoca sobre el mar adyacente 

(CfL dictamen de este Ministerio PiJblico ill re "Ente Na¡;ional de Obras lIidri¡;<ls de 

Saneamiento c/Servicio Provincial de Agua Potable y Saneamiento de Formosa", del 8/7/98, 

compartido por el Tribunal. Fallos: 321 :3021). 

Al respecto, deviene intrascendente la naturaleza reglamentaria del acto 

atacado, y la falta de agotamiento de los trámites administrativos p~vistos en la legislación 

provincial, ya que la competencia originaria de la Corte, que proviene de la Constitución, no 

puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por las leyes locales (Fallos: 

312:475; 323: 1206, entre otros). 

En consecuencia, opino que debe rechazarse la defensa de falta de legitimación 

pasiva opuesta por la demandada. 

- XIV-

EH cuanto al rondo del asunto, considero que se imponc idéntica conclusión a la 

sostenida en los acápites VI a XII del presente dictamen, a excepción de 10 manifestado 

respecto del decreto 214/94 y la ley 24.922 (pto. XI). 

Ambas disposiciones se encontraban vigentes a la fecha de emisión del acto 

administrativo atacado (28/06/00), aunque considero que no alteran el resultado final del 

pleito. 

En efecto, mediante el decreto 214/94 se dispuso la conversión del contrato N° 

19.944, vigente entre YPF S.A., Total Austral S.A , Dcminex Argentina S.!\. y Bridas Austral 
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S.A., en un permiso de exploración, una concesión de explotación y de transporte de 

hídrocarburos, sobre determinados espacios identificados como "Área I de la Cuenca AuSlral" 

(el;' a1ls. I y 20). 

La demandada considera que este reglamento constituye un inequívoco 

reconocimiento de que los límites provinciales se extienden hasta las 12 millas m:uinils. 

basúndosc en su vigésimo considerando. en el pago directo dc las regalías a su favor. y en la 

concesión de las instalaciones de IranspOlie que ella dispone, 

En el vigésimo párrafo de los considerandos del decreto se manifiesta: "Que 

asimi.VI1u) Se! (,:0111('1111'10 el' illf¡!f'I!S lIt' la.\' 1!n).Ij1.KiWL(lwltl~,~:~,-ellf,·!.tJ!.!J[fCJ/LlQ~uw;jmjrI110.\· ('11 

e/tal/lo se aseKII/'an los derechos de las mismas qlle Í!mllllulI del arl. 13 de la ley 17.319, para 

la percepción de las I'exalías corresl'ondieJlfes (f la extracción de hidro<:arhlll'o.\· delltro de SIIS 

limites lerriloriales" (énfasis agregado por la demandada). 

Por su parle, el arl. 20 establece: "()lórgasl! ,u Tolal Auslral SA., lJemiuex 

Argenlino SA. y Sridas AUSlral SAo (. . .) 1111 cOl1cesió,'! de transporte respecto de las 

instalaciones que se enumeran en el anexo J del presente decreto. ubicadas en la ProFineia de 

Tierra del Fllcgo, Anlárlida ~ Islas del AlláJ1lico SlIr" (énfasis agregado por la demandada), 

Es mi parecer que no puede otorgarse a tales manifestaciones carácter 

declarativo del derecho que asistiría a la demandada, pues solo el Congreso Federal arregla, cn 

forma detinitiva, los límites del territorio de la Nación y fija los de las provincias (art. 75, íne. 

15, Constitución Nacional), mientras el Poder Ejecutivo carece de toda competencia al 

respecto. 

Siendo un pflllCipiO fundamental de nuestro sistema político la división del 

Gobierno en tres grandes departamentos, el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, 

independientes y soberanos en su esfera, se sigue forzosamente que las atribuciones de cada 

uno le son peculiares y exclusivas, pues el uso concurrente o común de ellas harian, 

lIecCSal'iaillCnlc, desaparecer la linea de separación entre los tres altos poderes políticos, y 

destruiría la base de nuestra forma de gobierno (Fallos: 1:32). 

A mayor abundamiento, aún asumiendo la negligencia del Poder Ejecutivo en 

el dictado de la norma cuestionada, no podría válidamente derivarse de ello la ampliación de 

las potestades provinciales, pues fimcionarios que carecen de competencia para disponcr dc la 

jurisdicción nacional exclusiva no pueden, con su conducta u omisión, causar su pérdida 

("A lid ('ven assulllúlK Ihal GOI'e/"lllllefll agellcies h(ll'e bee/l fle~¡;gefl( iflfaiUlIg lo ,,(!('(J~l1i:.e o/' 

asserl flu.! e/oí",s (llhc Govemmelll al all car/;,!!' date, Ihe KI'/!ol illl/!!'/!Sl,\' 01 fhe (;01'/!I'IlIIICIII 



· ' . 

iu/bis oceulI orea are 110110 he fillj'eifed as a result. n/e GOI'enulJI!l1f, lllhic/l J¡ohl.,' ils inleresls 

here alld e/sl.!where ill trust lo" all ¡he peop/e. is 110/ (o be depr;\'ed l!f IIJose in/eres/s by Ihe 

ordíllmy COII,., rules designed parlicular(\'j()1' pril'Ofe disputes ()\'er iJldh'idl/lIlly oWlled pieces 

01 properly: amI (dlicas w/u) 11t"'1! 110 OUf/uJrlly al aJl /o di.\po",c (?! GOl'emmelll prOpt''''Y 

c(lm/o/ by '/u'ir COI/dile! callse fhl! (}OI'el'/ll/1('l1f lo lose ils ¡J(ffuuhle I'ighl.\' by '''/lir 

aCljlfú.!.w.:ellce, luches, orfai/ure lo act". 332 U.S. 19; 310 U.S 16; 284 U.S. 534; 245 U.S 24; 

243 U.S. 389) 

Por otra parte, las regalías a que hace referencia el arto tI del decreto 214/94, 

son tas establecidas en los arts. 59, 62 Y ce. de la ley 17.319, que el concesionario debe abonar 

mensualmente al Estado Nacional, quien, a su vez y en mérito a lo dispuesto por el art. 12 del 

mismo ordenamiento, reconoce, en beneficio de las provincias en cuyos respectivos territorios 

se encuentren los yacimientos hidroearburiferos, ulla pal1icipación pagadera en efectivo y 

equivalente al monto tolal que el estado perciba de acuerdo con los artículos citados en primer 

término. 

El reconocimiento de tal participación en beneficio de la Provincia demandada 

no implicaría, en mi criterio, una automática aceptación de sus facultades jurisdiccionales y 

tributarias sobre los yaci mientos hidrocarburíferos ubicados ñlera de las 3 millas marinas, 

Dicho reconocimiento obedece a valoraciones de solidaridad y trato leal, 

conforme se desprende del mensaje de elevación del proyecto de la ley 17.319, donde se 

manifestó: <1,0.... ¡J/'(Jl'incills prodlll:loras de hidrocarhuros segl/irán percihiendo I/I1U 

participado" de la explotaciól1, qlle será ¡guul a la que el Evtado nacional perciba C01110 

regoJia o tribllto equivalente. Este pago 110 re.\ponde. en derecho estricto, o IIl1a obligación 

constitucional incumben/e al Es/ado lIaciol1al. por cuanfo siendo los yacimientos de SIl 

dominio, las regalías le pl!rleflecel1legítimamenfl!, mas se funda e/1 el respeto de la silllaciúll 

4!Xislellll! y ralUica Paloracioll('~\:JIIf('_ .\:e opo)'al1 ('11 la solidaridad lIadollal J' el1 eUflll!t leal 

que ell una tederaclÚn se debel1 al b'slado (Jelleral )! 10,\' I~·sl(/(I().\' locales" (el subrayado me 

pertenece). 

Que la cancelación de su importe se realice en forma directa a la Provincia es 

criterio general a partir del decreto 1671/69, en el cual se estableció que, cuando el Estado 

Nacional perciba el monto de la regalía en efectivo, la participación de la provincia respectiva 

-eonf. art. 12 de la ley 17.319- se satisfacerá mediante el pago realizado en forma directa por 

el concesionario a aquélla, actuando «por cucnta y ordcn del Estado Nacional, salvo 

comunicación en contrario emanada de la autoridad de aplicación" (art. 20). 
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Por ello considero que el pago directo de las regalías a la Provincia. establecido 

en el arto 11 del decreto 214/94, no altera el alcance de su jurisdicción sobre el mar adyacente. 

Por último, la ley 24.922 declaró del dominio y jurisdicción de las provincias 

con litoral marítimo, los recursos vivos que poblaren las aguas interiores y mar territorial 

argentino adyacente a sus costas, hasta las 12 mill<ls marinas medidas desde las líneas de base. 

De igu,lI ll1anera, declaró del dominio y jurisdicción lI<lciúnalcs exclusivos, los recursos vivos 

marinos existentes en las aguas de la zona económica exclusiva argentina y en la plataforma 

continental argentina, a pali;r de las 12 millas desde las lineas de base (arts. 3(1 y 4°. ley 

citada). 

En mi crilerio, 110 resulta una razonada derivación de esta norma la extensión de 

toda la jurisdicción provincial sobre el mar adyacente. hasta una distancia de 12 millas. El 

legislador se limitó a declarar del dominio y jurisdicción provincial únicamcr.te los recurSQ.!,! 

Y.~YJ~s._ m"liU9~ cxislcllles ell {<II área. Sill Illcnciollar las restantes IlHlIlilcs{aeioncs sobre las 

cuales dicho dominio y jurisdicción pueden ejercerse, lo cuales conservan -en consecuencia­

su status jurídico inalterado. 

Sobre tales bases. y en tanto V.E. tenga por acreditado que los límites fijados 

en el arto ]0 de la resolución de la Dirección Provincial de Puertos N° 227/00 exceden la franja 

de tres millas marinas contadas desde las líneas de base establecidas por la ley 23.968, 

enliendo que deberá declarar la inconstilucionalidad del citado precepto, por aVanZl.lr 

indebidamente sobre una maleria reservada al Congreso Federal (arto 75. inc. 15, Constitución 

Nacional) y, simultáneamente, prohibida a las provincias (art. 126). 

Por último, en atención a la forma como se dictamina, los restantes agravios 

vinculados con la afectación de la circulaci\\1l territorial y el comercio interjurisdiccional 

devienen -en mi parecer~ abstractos. 

. xv-
Por lo expuesto, pienso que corresponde hacer lugar parcialmente a la demanda 

y a su ampliación, con la salvedad expuesta en el acápite XII. 

Buenos Aires.;>' de ~ de 2002.-
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